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El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Vamos a pasar a la fijación y debate 

sobre las enmiendas del Senado del proyecto de ley sobre habilitación de nuevas 

formas de gestión del Insalud. ¿Grupos que desean intervenir? (Pausa.)  

 

Por el Grupo de Coalición Canaria, tiene la palabra el señor Mauricio. 

 

El señor MAURICIO RODRIGUEZ: Muchas gracias, señor Presidente. Voy a hacer 

una intervención muy breve. 

Quiero resaltar, primero, el apoyo de nuestro grupo al texto que nos envía el 

Senado, y decir que consideramos que las enmiendas introducidas mejoran y 

resuelven un debate que tuvimos precisamente en el Congreso de los Diputados en 

el momento de la tramitación del Decreto-ley sobre habilitación de nuevas formas 

del Sistema Nacional de Salud, que quiero recordar como un debate que yo entendí 

como agrio. 

En aquel debate había una discusión de fondo muy importante sobre si esta nueva 

forma de gestión indirecta abría la puerta a la privatización de áreas de sectores del 

Sistema Nacional de Salud. 

Recuerdo que el Grupo de Coalición Canaria, a través de su portavoz, intervino 

planteando que no nos hiciéramos prisioneros de las palabras, que buscáramos un 

consenso, que buscáramos la necesidad de defender el carácter público del Sistema 

Nacional de Salud, con las inevitables reformas para mejorar la gestión, que es, en 

definitiva, la mejor forma de defender ese carácter público que sin duda alguna es 

uno de los pilares básicos del Estado de bienestar. 

Por suerte, la tramitación del decreto y luego del proyecto de ley ha producido un 

proceso de diálogo importante y de búsqueda de consenso, y ha llegado aquí 

también con un consenso importante, con algunas mejoras que se han introducido 

en el Senado a partir de esfuerzos de los principales grupos representados en esta 

Cámara. Sin duda alguna, hoy ese debate agrio inicial tiene un consenso, repito, en 

el sentido de que la línea está perfectamente establecida en la defensa del sistema 

público, aunque con forma de gestión indirecta siempre por entidades de carácter 

público. 

Hemos dado un primer paso muy importante, y quiero subrayar ese consenso, no 

sólo porque este proyecto será hoy ratificado, sino porque es un primer paso para 

algo que es muy urgente y que es una tarea básica en este momento de este 

Parlamento y de los grupos parlamentarios, y es culminar los trabajos de la 

ponencia que está elaborando la reforma del Sistema Nacional de Salud en España, 

reforma que además implica los temas de financiación de los próximos cuatro años. 

http://www.casmadrid.org/


Usando como referencia esencial este primer consenso que hoy obtenemos, nuestro 

grupo está dispuesto a trabajar intensamente para que en los próximos meses se 

culminen las propuestas que esa ponencia está redactando, o en este momento 

simplemente escuchando para pasar a la redacción. Nosotros creemos que ya ha 

llegado el momento --y creo que todos los grupos parlamentarios tienen que 

asumirlo-- de que redactemos unas bases que, en la línea de lo que fue el Pacto de 

Toledo de pensiones y en la línea de lo que es la reforma laboral, culmine tres ejes 

importantes de lo que es el Estado de bienestar en España, de las garantías y los 

derechos de los ciudadanos, y  que culmine, de alguna manera, la reforma del 

sistema sanitario. 

Nuestro grupo está por esa reforma, que es tan importante o más que la 

financiación del sistema autonómico, que tanta polémica ha provocado, y en espera 

de que el consenso entre todos los grupos políticos nos permita, repito, en muy 

pocos meses, yo diría que antes del verano, llegar a un gran acuerdo para 

garantizar algo que está por encima del debate entre el Gobierno y la oposición, es 

decir, de las coyunturas políticas; algo que afecta al gran pacto de Estado que es la 

Constitución, que tiene como norma básica la defensa del Estado de bienestar y la 

defensa de que los sistemas educativo y sanitario estén en el marco del sistema 

público. 

Por todas estas razones, nuestro grupo va a apoyar estas enmiendas que presenta 

el Senado, y la exposición de motivos, que yo creo que son ya una base de un 

primer acuerdo de los grandes grupos parlamentarios y de los de entidad menor, 

como es el nuestro, en aras de avanzar, repito, con el fin de que antes del verano, 

sin más dilaciones, podamos llegar a un acuerdo sobre la reforma del Sistema 

Nacional de Salud, que es básica para que este Parlamento cumpla uno de sus 

objetivos esenciales para 1997. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

 

 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Muchas gracias, señor Mauricio. 

Por el Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), tiene la palabra la señora 

Aguirre. 

 

 

La señora AGUIRRE URIBE: Muchas gracias, señor Presidente. Intervengo para fijar 

la posición del Grupo Vasco en relación con este proyecto de ley. 

Vamos a apoyar las enmiendas introducidas en el Senado. Por fin, después de 

nueve meses, este proyecto de ley abre la puerta a nuevas formas de gestión del 

Sistema Nacional de Salud. Como ya hemos repetido en otras ocasiones, la mayoría 

de los países de la OCDE están revisando la organización de sus sistemas de salud 

con el fin de adecuarlos a su entorno. Nosotros también tendremos que buscar un 

equilibrio entre las necesidades de salud, los recursos sanitarios y una creciente 

demanda de servicios. Estos vientos de cambio traen consigo nuevas oportunidades 

para que los ciudadanos se sientan más satisfechos de la asistencia y atención 

recibida, para que los profesionales obtengan resultados más acordes con el 

esfuerzo que dedican a su trabajo. En los últimos años, el sistema sanitario ha 

progresado en gran media, y aunque no siempre se haya acertado, porque eso es 

imposible, el resultado del esfuerzo es bien notorio en todo el Estado español. El 

reto, desde nuestro punto de vista, es seguir consolidando los fundamentos del 

sistema de salud, la universalidad, la equidad, la solidaridad, la calidad y la 

eficiencia. Este proyecto, desde nuestro punto de vista, aporta medidas en esa 

dirección. Por lo tanto, vamos a apoyar las enmiendas que han sido introducidas en 

el trámite del Senado al proyecto de ley que debatimos en este momento. 

Muchas gracias. 

 

 

 



El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera):  

Por el Grupo Parlamentario Catalán (Convergència i Unió), tiene la palabra 

la señora Riera. 

 

 

La señora RIERA I BEN: Muchas gracias, señor Presidente. 

Intervengo, en nombre del Grupo Catalán (Convèrgencia i Unió), para anunciar 

nuestro voto favorable al proyecto de ley sobre habilitación de nuevas formas de 

gestión del Sistema Nacional de Salud procedente del Real Decreto-ley 10/1996, de 

17 de junio. Y lo voy a hacer brevemente porque, como SS. SS. saben, 

transcurridos diez meses desde la publicación del real decreto-ley y después de 

haberse debatido en ponencia, Comisión y Pleno, pocas son las matizaciones que 

podemos hacer a estas alturas sobre los criterios expuestos, ya de forma reiterada, 

por mi grupo parlamentario. La ley que vamos a aprobar en esta Cámara por 

amplia mayoría modifica ciertos aspectos organizativos de la Ley General de 

Sanidad 14/1986, del 25 de abril. Esta ley, promulgada en su día por el Gobierno 

socialista cuando era Ministro de Sanidad el señor don Ernest Lluch, significó un 

gran avance, pienso que decisivo, para hacer operativo el cumplimiento del artículo 

43 de la Constitución que, como SS. SS. saben, reconoce el derecho a la protección 

de la salud, y del artículo 49, que habla específicamente de la protección de las 

personas disminuidas. Desarrolló también el título VIII de la Constitución, 

concibiendo el Sistema Nacional de Salud como el conjunto de los servicios de las 

comunidades autónomas convenientemente coordinados. 

De todos los empeños que se han esforzado en cumplir los poderes públicos, desde 

la emergencia misma de la Administración contemporánea, tal vez no haya ninguno 

tan reiteradamente ensayado ni con tanta contumacia frustrado como la reforma de 

la sanidad. 

 

Es, en efecto, un dato histórico fácilmente verificable que las respuestas públicas al 

reto que en cada momento ha supuesto la atención a los problemas de salud de la 

colectividad han ido siempre a la zaga de la evolución de las necesidades, sin 

conseguir nunca alcanzarlas, de manera que se ha convertido en una constante 

entre nosotros la inadaptación de las estructuras sanitarias a las necesidades de 

cada época. 

Señorías, este párrafo que acabo de pronunciar es literalmente parte del texto 

introductorio de la Ley General de Sanidad. Nos parece que su contenido sigue 

siendo válido y que encierra una gran carga de filosofía para todos los que tenemos 

la responsabilidad de legislar. 

Estamos convencidos de que la reforma --que hoy, tras once años, vamos a 

aprobar-- de las fórmulas de gestión de la Ley General de Sanidad tiene que ayudar 

a conseguir una mayor eficacia y eficiencia al servicio de la sanidad para todos los 

ciudadanos. Pensamos también que es un gran preámbulo para conseguir éste tan 

deseado consenso en la Subcomisión de Sanidad, que está estudiando la reforma 

para la modernización del sistema. Con estos deseos, y con nuestros votos para 

que esto sea un éxito, reiteramos nuestro voto favorable. 

Muchas gracias, señor Presidente. 

 

 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gracias, señora Riera. 

Por el Grupo de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya, tiene la palabra 

la señora Maestro. 

 

 

La señora MAESTRO MARTIN: Gracias, señor Presidente. 

Señorías, intervengo en nombre del Grupo Parlamentario de Izquierda Unida-

Iniciativa per Catalunya, y siento de veras romper el coro autocomplaciente que se 

congratula de la pertinencia de las enmiendas del Senado y del texto en sí. 



Realmente, la soledad de Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya frente a este 

proyecto de ley, que es un proyecto de privatización de la gestión de la sanidad 

pública, no es una soledad deseada ni buscada. Hubiéramos querido que grupos 

parlamentarios que se autocalifican de izquierdas nos hubieran acompañado en la 

denuncia de lo que es un mecanismo de privatización de la sanidad, que tiene la 

dudosa virtud de no haber demostrado en ninguna parte del mundo que mejore la 

eficacia y la eficiencia en la gestión. Este proyecto de ley es un calco de las medidas 

introducidas por Margaret Thatcher en Gran Bretaña en el año 1991, de lo que hay 

balance en estos momentos. Se ha conseguido algo que, de haberse producido a 

través de la gestión directa en la sanidad pública, habría que haber oído las voces 

escandalizadas en su contra. Se ha conseguido aumentar en dos años el gasto 

sanitario público en Gran Bretaña en un 1 por ciento del producto interior bruto; en 

dos años. Evidentemente, las voces no se alzan porque este incremento del gasto 

sanitario haya ido dirigido a incrementar personal o infraestructuras públicas, sino 

porque ha ido fundamentalmente a incrementar las ganancias de los proveedores 

privados y exactamente a doblar en cinco años los gastos administrativos del 

Servicio Nacional de Salud inglés. Esta es la maravilla que se aprueba esta mañana, 

que además ha tenido la virtud de introducir una simple palabra. Además de decir 

que los entes tienen que ser de titularidad pública, se ha añadido que pueden ser 

de «naturaleza» o titularidad pública. ¿Qué es jurídicamente, desde el punto de 

vista de la interpretación normativa, eso de naturaleza?  

Es imposible de saber. Expertos en Derecho administrativo lo califican de 

intangible. ¿A qué viene esa introducción de la palabrita «naturaleza»? 

Evidentemente, a abrir todavía mucho más las puertas del ya variado menú de 

posibilidades de gestión privada de la sanidad pública. Es decir, la naturaleza 

pública la tiene un aparcamiento público, al que se puede entrar, por ejemplo, 

pagando, porque no está reservado el derecho de admisión a quienes tengan título 

nobiliario. En estos momentos, señorías, fundaciones, consorcios, concesiones, 

entes, empresas, pueden gestionar la sanidad pública. Pero habrá que ver hasta 

dónde llega la capacidad de invención en la gestión, la capacidad de invención de la 

empresa privada para obtener beneficios privados de los Presupuestos Generales 

del Estado cuando mucho antes de estar aprobada esta ley, que va a estarlo 

definitivamente esta mañana, asistimos en el conjunto del Estado español, sin 

respaldo normativo alguno, a entes, empresas, fundaciones, consorcios y 

concesiones. Es decir, si sin ley había sido posible esta enorme dispersión de 

posibilidades en la gestión, ¿qué va a ser cuando la naturaleza, que es decir algo 

parecido a la inmortalidad del alma, se introduzca entre las posibilidades de gestión 

privada de la sanidad pública? Señorías, vamos a esperar a ver cuál es el dictamen 

de la Subcomisión. 

No obstante, tengo que decir que para Izquierda Unida el hecho de más gravedad 

de cuantos pudieran producirse tiene lugar exactamente esta mañana, con la 

aprobación de este proyecto de ley. El sistema sanitario público se fragmenta, el 

sistema sanitario público se desarticula. El espíritu de la Ley General de Sanidad es 

incompatible con este proyecto de ley. La planificación de las actividades sanitarias 

es incompatible con la gestión autónoma, con la gestión independiente y con 

criterios empresariales –es decir, de beneficio privado-- de los hospitales públicos. 

Señorías, hay quien se va a beneficiar, evidentemente, como las empresas 

consultoras. Las auditorías que el Partido Popular anunciaba que iba a hacer en 

todos los hospitales públicos para ver dónde estaba el fraude, para ver dónde 

estaba la corrupción, están sirviendo para que los hospitales, uno tras otro, dejen 

de sacar a la luz problemas en su gestión o posibles  soluciones desde el punto de 

vista del ordenamiento administrativo para la gestión de los hospitales públicos. Sin 

embargo, uno tras otro concluyen indefectiblemente en la necesidad de introducir 

diferentes y variadas medidas de gestión privada de los mismos, con un objetivo ... 

 

 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Señora Maestro, le ruego concluya. 



La señora MAESTRO MARTIN: Termino, señor Presidente. 

Con un objetivo que es complementario: el incremento de los beneficios de los 

intermediarios privados, el comportamiento de los hospitales públicos como 

empresas privadas desde el punto de vista de la selección adversa de pacientes y, 

por otro lado, y de manera muy importante, la introducción de relaciones laborales 

precarias y la reducción de plantillas de los centros sanitarios públicos. Eso sí, con 

un maquillaje de pensamiento unificado, que ya hemos tenido ocasión de 

demostrar que se manifiesta autocomplaciente con lo que no es ni más ni menos 

que un paso muy importante en la liquidación de derechos y servicios sociales 

paradigmáticos de lo que se llamó Estado del bienestar, como ya se está 

empezando a hacer en nuestro país. 

Nada más y muchas gracias. 

 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gracias, señora Maestro. 

 

Por el Grupo Socialista, tiene la palabra la señora Amador. 

 

 

La señora AMADOR MILLAN: Muchas gracias, señor Presidente. 

Señorías, debatimos hoy, y es la cuarta ocasión en que la habilitación de nuevos 

modos de gestión del Sistema Nacional de Salud es examinado en esta Cámara, el 

proyecto de ley en su texto remitido por el Senado. 

A juicio del Grupo Parlamentario Socialista, señorías, las enmiendas introducidas en 

el Senado no modifican en modo alguno el contenido normativo del texto que este 

Congreso remitió y, por ello, no tenemos discrepancia alguna con esas enmiendas. 

En efecto, la nueva redacción dada a la exposición de motivos trata de hacer un 

relato cronológico que arranca con la aprobación del decreto-ley que hizo el 

Gobierno del Partido Popular. En cuanto al articulado, la mención de la naturaleza 

añadida a la exigencia de la titularidad pública, a nuestro juicio, lejos de desvirtuar 

esa exigencia de la titularidad, no hace sino reforzarla en la medida en que la 

titularidad de las entidades jurídicas, que nosotros sepamos, es la que determina la 

naturaleza pública o privada. Desde esa interpretación que mi grupo hace, el 

contenido normativo del artículo es idéntico al que salió del Congreso y no se han 

producido más que modificaciones técnicas o de redacción, como el añadido de la 

referencia a los servicios sociosanitarios, por coherencia entre el número 2 y el 

número 1 del artículo, o la especificación de que la previsión normativa a favor del 

Gobierno se hará por real decreto, cosa que, por otra parte, era obvia. En 

consecuencia, el texto remitido por el Senado no contiene --reitero-- modificación 

alguna en cuanto al contenido normativo y va a recibir el voto favorable de mi 

grupo parlamentario. Por tanto, sólo me resta hace dos consideraciones, señor 

Presidente, porque éste es un debate importante que culmina una larga tramitación 

en un asunto capital para la sanidad: una se refiere al pasado y otra se refiere al 

futuro. 

La consideración al pasado me hace recordar que este proyecto de ley trae causa 

de un decreto-ley, de un malhadado decreto-ley aprobado por el Gobierno del 

Partido Popular en el mes de junio, un decreto-ley que mereció los más duros 

reproches, las más duras críticas por parte de mi grupo parlamentario desde el 

momento en que fue aprobado. Entonces ya fueron contradichos nuestros 

argumentos, en un debate que hasta el día de hoy ha mantenido una enorme 

confusión, una enorme demagogia y una enorme falsedad en las argumentaciones. 

Por consideración a todos los miembros de esta Cámara, y porque he dicho que es 

la cuarta ocasión en que lo debatimos, al referirme a ese decreto-ley, que 

felizmente va a quedar derogado por el proyecto de ley que hoy aprobamos, hoy no 

voy a repetir, señor Presidente, los argumentos que mi grupo parlamentario ha 

dado en todas las ocasiones en que se ha pronunciado sobre él, pero sí me voy a 

permitir leer a SS.SS. las consideraciones que sobre el decreto-ley, aprobado por el 

Gobierno del Partido Popular, sobre habilitación de nuevas formas de gestión se 



contienen en una compilación de textos legales, prestigiosa colección de textos 

legales sobre sanidad, que acaba de ser publicada, en cuyo prólogo se hacen las 

siguientes consideraciones en relación con el decreto-ley que, por su interés, me 

permito leer a SS.SS. muy brevemente. 

Dice que el decreto-ley es de cita obligada por la doctrina neoliberal que encierra, 

abiertamente enunciada y positivizada en la redacción original y desdibujada o 

suavizada en la corrección de errores; doctrina que, en aras de una eficiencia 

económica y al socaire de la proposición de que la competencia mejora la gestión, 

propugna privatizar la asistencia sanitaria pública, entendiendo por tal bien el 

traspaso a la iniciativa privada de centros públicos con cambio de titularidad, bien 

la privatización de la gestión, acudiendo a técnicas de gestión indirecta como el 

concierto. Ello, a pesar de que tal tesis no es la postulada por la generalidad de los 

estudiosos del tema ni por los responsables de los servicios de salud, que vienen 

reclamando la gestión de servicios y centros mediante entidades o sociedades 

públicas sometidas al Derecho privado, de suerte que lo único que se privatiza es la 

organización de los servicios y centros pero sin cambio de titularidad y que, de 

hecho, es la adoptada en las reformas organizativas que están experimentándose a 

nivel autonómico y de las que buenos ejemplos son la Ley de Ordenación Sanitaria 

de Cataluña y el proyecto de ley de ordenación sanitaria del Gobierno vasco, 

prólogo a la segunda edición de la legislación sobre sanidad, prólogo suscrito por un 

jurista de reconocido prestigio y especialista en Derecho sanitario, que no tengo 

que resaltar porque es de todos conocido. 

Señor Presidente, que el decreto-ley del Gobierno privatizara la sanidad no era una 

idea extravagante del Grupo Parlamentario Socialista, era la realidad que hoy tengo 

derecho a poner encima de la mesa, diez meses después de un debate que, como 

alguien ha recordado en esta Cámara, en ocasiones, y a mi pesar, ha sido agrio. 

Esa es la consideración de pasada. Esta ley deroga ese decreto y esta ley garantiza 

la titularidad pública de los centros sanitarios y sus socios sanitarios, y cierra esa 

posibilidad que, a nuestro juicio, constituía una decisión gravísima. 

Finalizo mi intervención con la consideración de futuro. Esta ley se va a aprobar, se 

va a promulgar y el Gobierno no debe volver a equivocarse. No deben volver a 

equivocarse los altos responsables de la administración sanitaria del Gobierno del 

Partido Popular. Y alguna declaración pública de alguno de ellos me obliga a hacer 

esta consideración y advertencia. Esta ley no santifica cualquier decisión de gestión 

en relación con la administración sanitaria; esta ley no es un manto protector sobre 

decisiones que el Gobierno ha concebido con arreglo al decreto-ley, que nada tiene 

que ver con esta ley, ni tampoco con decisiones de gestión que el Partido Socialista 

jamás va a compartir y jamás va a apoyar. Por tanto, yo ruego al Gobierno 

prudencia, reconsideración de algunas de esas propuestas en relación con los 

hospitales de Leganés, de Alcorcón, con el Policlínico Grande Covián, en Arriondas 

(Asturias), y con el Hospital de la Princesa, de Madrid. Esta ley no es el manto 

protector de algunas decisiones de gestión que ni están amparadas por esta ley ni, 

desde luego, son compartidas por el Grupo Parlamentario Socialista. Esta ley es 

simple y llanamente la rectificación que este Parlamento ha hecho, después de diez 

meses de trabajo, de una decisión grave, errónea, contraria al interés de nuestra 

sociedad, que el Gobierno del Partido Popular adoptó de manera irreflexiva, 

precipitada y torpe aprobando aquel decreto-ley. 

Esta ley cierra el paso a la privatización de la sanidad, señorías, y con su 

elaboración creo que este Parlamento, después de diez meses de trabajo, ha hecho 

un buen servicio a nuestra sociedad, y por ello mi grupo se felicita.  

Muchas gracias, señor Presidente. (Aplausos en los bancos del Grupo Socialista.) El 

señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Gracias, señora 

Amador. 

 

 

En nombre del Grupo Popular, tiene la palabra el señor Villalón. 

El señor VILLALON RICO: Muchas gracias, señor Presidente. 



Voy a intervenir brevemente, en nombre del Grupo Popular, para manifestar 

nuestro apoyo a las enmiendas introducidas en el Senado al proyecto de ley de 

nuevas formas de gestión del Sistema Nacional de Salud. 

Señor Presidente, en el debate que tuvimos en esta Cámara, cuando estudiábamos 

el dictamen de la Comisión, ya anunciamos que el Partido Popular quería modificar 

algunos aspectos de la exposición de motivos del proyecto de ley, con el objeto de 

reflejar más fielmente lo que considerábamos cuestiones fundamentales de la ley o 

del proyecto en sí mismo. Por ello adelantábamos que nuestra intención era 

presentar una enmienda a la exposición de motivos --como así se ha hecho--, que 

ha sido acompañada de una enmienda cuasi técnica en el artículo único sobre la 

previsión normativa a favor del Ejecutivo en relación con esta ley. 

Señor Presidente, apoyándonos en la enmienda presentada por el Grupo Popular en 

el Senado, se presentó una enmienda transaccional, votada favorablemente por 

todos los grupos parlamentarios de la Cámara Alta, que es el texto del que 

disponemos en estos momentos en el Congreso de los Diputados, texto que, según 

lo que han anunciado la mayoría de los portavoces de los distintos grupos, va a ser 

aprobado. En esa exposición de motivos nos ajustamos fielmente al espíritu de la 

ley, a las motivaciones que la han originado, a sus antecedentes y a la calidad 

actual del sistema sanitario en el aspecto relativo a la gestión de los diferentes 

centros del Sistema Nacional de Salud. 

Con permiso del señor Presidente, no me queda más remedio que hacer una breve 

referencia a las intervenciones de las Diputadas del Grupo Parlamentario de 

Izquierda Unida-Iniciativa per Catalunya y del Grupo Parlamentario Socialista. 

 

 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Hágalo, señor Villalón, en el marco de 

lo que es la fijación de posición de su grupo, sin entrar en mayores debates, por 

favor. 

 

El señor VILLALON RICO: En el marco de la defensa de las enmiendas aprobadas 

por el Senado y que nosotros vamos a apoyar. 

Como comprenderá, señor Presidente, que una Diputada plantee un interrogante 

sobre la palabra «naturaleza» creo que queda fuera de lugar. Está fuera de lugar el 

hecho de establecer ese interrogante en la duda de si la gestión va a ser pública o 

privada, si se va a utilizar el sector público por otros sectores que no sean 

realmente los responsables de la Administración pública. Establecer ahora un 

debate sobre un decreto-ley que se convalidó en el mes de junio del año pasado 

también me parece fuera de lugar. Las manifestaciones u opiniones personales de 

juristas, por muy brillantes que sean, no dejan de ser opiniones personales, y decir 

que las fundaciones públicas no son la vía adecuada para los estatutos de los 

Hospitales de Manacor y de Alcorcón, me parece fuera de lugar. Con esta ley se 

pretende que el Sistema Nacional de Salud sea ágil, competitivo, que no haya 

rigideces ni burocracias en el sistema en sí mismo, que sea eficiente para los 

ciudadanos desde el punto de vista de la calidad asistencial. Creemos que aquí se 

introduce cierto grado de autonomía para los gerentes, una autonomía acompañada 

de la responsabilidad en sus decisiones y en todo lo que significa la dirección de los 

centros sanitarios. En resumidas cuentas, señor Presidente, se establecen los 

diferentes mecanismos para facilitar una mejor asistencia sanitaria a los 

ciudadanos. 

Con la aprobación definitiva del proyecto de ley proporcionamos el soporte 

legislativo a algunas iniciativas que se habían tomado en diferentes comunidades 

autónomas con respecto a consorcios, empresas públicas, etcétera. Se aporta el 

soporte legislativo a todo el Estado, a nivel de todo nuestro país. Al establecer la 

posibilidad de constituir cualesquiera entidades de naturaleza o titularidad pública, 

admitidas en Derecho, nos estamos refiriendo, como muy bien dice la exposición de 

motivos, a las fundaciones, fundamentalmente, a las empresas públicas y a los 

consorcios. 



Señor Presidente, permítame que exprese la satisfacción del Grupo Popular porque 

en el día de hoy se va a aprobar esta ley que tantas expectativas ha levantado en 

los ámbitos sanitarios. El Gobierno tiene gran confianza en solucionar con ella 

alguno de los problemas que tenemos en la política sanitaria en nuestro país, pero 

sobre todo tengo que transmitir la satisfacción no solamente personal, sino del 

Grupo Popular, por el hecho de que la ley salga avalada por el apoyo de una gran 

mayoría de los Diputados y de los grupos parlamentarios de esta Cámara. 

Nada más y muchas gracias, señor Presidente. 

 

 

El señor VICEPRESIDENTE (Marcet i Morera): Muchas gracias, señor Villalón. 

 

El señor VICEPRESIDENTE (Fernández-Miranda y Lozana): Muchas gracias, señora 

De Lara. 

Vamos a proceder a las votaciones. (El señor Presidente ocupa la Presidencia.) El 

señor PRESIDENTE: Vamos a proceder a las votaciones de las enmiendas del 

Senado a los proyectos de ley que acaban de debatirse. 

 

 

Proyecto de ley sobre habilitación de nuevas formas de gestión del Insalud, 

procedente del Real Decreto-ley 10/1996, de 17 de junio. Vamos a votar en una 

sola votación las enmiendas del Senado a este proyecto de ley. 

Comienza la votación. (Pausa.)  

 

Efectuada la votación, dio el siguiente resultado: votos emitidos, 310; a favor, 290; 

en contra, 19; abstenciones, una. 

 

A FAVOR: PSOE, PP, CC, CiU, PNV 

EN CONTRA: IU, BNG 

 

"1. En el ámbito del Sistema Nacional de Salud, garantizando y 
preservando en todo caso su condición de servicio público, la gestión 
y administración de los centros, servicios y establecimientos 
sanitarios de protección de la salud o atención sanitaria o 
sociosanitaria podrá llevarse a cabo directamente o indirectamente a 
través de la constitución de cualesquiera entidades de naturaleza o 
titularidad pública admitidas en Derecho. 
En el marco de lo establecido por las leyes, corresponderá al Gobierno, 
mediante Real Decreto, y a los órganos de gobierno de las 
Comunidades Autónomas -en los ámbitos de sus respectivas 
competencias-, determinar las formas jurídicas, órganos de dirección 
y control, régimen de garantías de la prestación, financiación y 
peculiaridades en materia de personal de las entidades que se creen 
para la gestión de los 
centros y servicios mencionados. 
2. La prestación y gestión de los servicios sanitarios y sociosanitarios 
podrá llevarse a cabo, además de con medios propios, mediante 
acuerdos, convenios o contratos con personas o entidades públicas o 
privadas, en los términos previstos en la Ley General de Sanidad". 


